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1. Introducción

2.Las Soluciones Duraderas en la Ley 2421 de 2024

A menos de un año de culminar el actual 
gobierno, resulta necesario evaluar los avances 
y alcances de la Ley 2421 de 2024, reforma a la 
Ley 1448 de 2011 o Ley de Víctimas y Restitución 
de Tierras. Esta modificación, aprobada por el 
Congreso de la República en marzo de 2024, 
buscó actualizar y fortalecer el marco jurídico 
de atención, asistencia y reparación integral, 
adecuándolo a los nuevos desafíos que 
enfrenta el país en materia de conflicto armado, 
posacuerdo y construcción de paz territorial.

La reforma fue presentada como una respuesta 
a la necesidad de garantizar la continuidad 
de la política de víctimas más allá de 2031, 
así como de incorporar nuevos enfoques 
diferenciales, territoriales y de soluciones 
duraderas. Sin embargo, a casi un año de su 
promulgación, la implementación normativa 
y presupuestal avanza con lentitud, y los 
desafíos estructurales persisten: la dispersión 
institucional, la insuficiencia financiera y la 
limitada participación efectiva de las víctimas 

El Artículo 62 de la Ley 2421 de 2024 introduce la 
Estrategia Integral de Intervención Territorial de 
Soluciones Duraderas (EIIT) como instrumento 
clave de coordinación, planificación y gestión 
interinstitucional para enfrentar la vulnerabilidad 
de la población víctima del desplazamiento 
forzado. En términos normativos, el artículo 
configura la arquitectura y la ruta de acción, 
pero su eficacia queda condicionada a 
la expedición de lineamientos técnicos, la 
disponibilidad de recursos y la articulación 
efectiva entre niveles de gobierno y sectores. 
La estrategia se implementará “a través del 
Sector de la Inclusión Social y Reconciliación 
en cabeza del Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social”, con lineamientos 
nacionales que orienten la gestión de la oferta 
institucional (Congreso de la República de 

siguen siendo los principales obstáculos para 
consolidar una política pública integral y 
sostenible.

Este boletín explora los alcances y retos de 
la Ley 2421 de 2024 en el contexto actual. 
Se examinan sus principales innovaciones 
normativas, la ampliación del horizonte 
temporal de atención, los ajustes institucionales 
y los nuevos mecanismos de articulación 
intersectorial. Asimismo, se plantea una 
reflexión sobre la viabilidad real de sus 
disposiciones a la luz de la capacidad estatal, 
los compromisos financieros y las expectativas 
de las víctimas frente a un proceso que, más 
que reparar el pasado, debe garantizar un 
futuro con dignidad y estabilidad.

Colombia, 2024, p. 36).
Entre los objetivos específicos de la EIIT se 
incluyen:

• Consolidar un enfoque de soluciones 
duraderas que permita superar la vulnerabilidad 
y habilitar proyectos de vida digna y sostenibles, 
con efectos intergeneracionales.
• Diseñar, ajustar e implementar programas 
y medidas para la estabilización 
socioeconómica y el cierre de brechas frente 
al resto de la ciudadanía.
• Reafirmar la integralidad de los derechos 
económicos y sociales como base de 
ciudadanía, autonomía y realización del 
proyecto de vida.
• Establecer medidas especiales de acceso 
a planes y programas económicos y sociales 



bajo los principios de acción sin daño y no 
revictimización (Congreso de la República 
de Colombia, 2024, p. 36).

El artículo también ordena crear esquemas 
de articulación interinstitucional entre 
entidades de los niveles nacional, 
departamental, distrital y municipal, bajo los 
principios de coordinación, subsidiariedad 
y complementariedad; e promueve 
la cooperación con sector privado, 
organizaciones no gubernamentales y 
cooperación internacional para apoyar 
la superación de la vulnerabilidad (p. 36). 
La norma amplía el alcance al prever la 
participación efectiva de las víctimas en 
los asuntos públicos, la incorporación de 
enfoques diferenciales (género, edad, 
etnia, discapacidad, orientación sexual) y el 
Programa de Formalización y Mejoramiento 
de Asentamientos Humanos para 
legalización urbanística, formalización de 
vivienda y mejoramiento de asentamientos 
en territorios con alta concentración de 
población víctima (p. 37). Todo ello requiere 
reglamentación, arreglos de gobernanza y 
fuentes de financiación para materializarse 
en intervenciones sostenibles.

Asimismo, se ordena definir lineamientos 
y mecanismos de articulación para que 
las intervenciones integrales operen 
en unidades político-administrativas 
legalmente establecidas —regiones, 
departamentos, municipios, provincias, 
comunas, corregimientos y veredas— o en 
comunidades reconocidas por la práctica 
social y consuetudinaria. Los parágrafos 
refuerzan la aplicabilidad: (i) permitir la 
inclusión de acciones de acceso a la 
justicia, atención y promoción de derechos 
cuando la naturaleza de las intervenciones lo 
requiera; (ii) exigir que los planes territoriales y 
los relacionados con la implementación del 
Acuerdo Final de Paz incorporen el enfoque 
de soluciones duraderas y lo articulen con 
la estrategia; y (iii) ordenar a la Unidad 
para las Víctimas garantizar la participación 
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efectiva en la definición e implementación 
(Congreso de la República de Colombia, 2024, 
p. 37). En términos prácticos, estos mandatos 
habilitan la acción, pero su impacto depende 
de protocolos, capacidades institucionales y 
presupuestos verificables.

En conjunto, el artículo orienta una ruta 
integral, coordinada y territorializada para las 
soluciones duraderas. No obstante, su alcance 
solo trasciende la declaración programática 
si se concreta en lineamientos operativos, 
instrumentos de seguimiento, integración en 
la planeación territorial (PDT, POT, PDET) y 
asignaciones presupuestales consistentes.
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El Artículo 62 no se limita a definir principios; 
establece una estructura de implementación 
que, de ser debidamente reglamentada y 

financiada, permite traducir el enfoque en 
acciones sostenibles en el territorio.

3. Mecanismos que evidencia la ley para la 
    implementación del enfoque de soluciones duraderas
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3.1. Mecanismo institucional de coordinación 
       y rectoría nacional

3.2. Mecanismo de planeación territorial 
       y articulación interinstitucional

3.3.Mecanismo de seguimiento, participación 
      y sostenibilidad de derechos

Se prevé una arquitectura institucional 
unificada bajo la dirección del Sector de 
Inclusión Social y Reconciliación, en cabeza 
del DPS, responsable de emitir lineamientos 
nacionales para la planificación y la gestión 
de la oferta institucional (Congreso de 
la República de Colombia, 2024, p. 36). 
En la práctica, ello supone articular a los 
integrantes del SNARIV (ministerios, agencias, 

La EIIT debe integrarse en los instrumentos de 
planeación territorial mediante “esquemas y 
mecanismos de articulación interinstitucional” 
que activen los principios de coordinación, 
subsidiariedad y complementariedad 
(Congreso de la República de Colombia, 2024, 
p. 36). Esto supone incorporar el enfoque en 
PDT y PDET, con metas, indicadores, fuentes 

El tercer mecanismo garantiza la participación 
activa de las víctimas y el monitoreo 
permanente de la política. La ley encomienda 
a la Unidad para las Víctimas la responsabilidad 
de asegurar dicha participación, promoviendo 
la incorporación de enfoques diferenciales y el 

gobernaciones y alcaldías), clarificar 
responsabilidades, fijar estándares técnicos 
e indicadores y asegurar coherencia entre 
niveles de gobierno. Sin estos insumos —
actos administrativos, interoperabilidad de 
información y presupuesto— el mecanismo 
se reduce a coordinación formal sin 
capacidad de tracción.

de financiación y priorización territorial. La 
participación de sector privado, ONG y 
cooperación internacional (p. 37) amplía el 
margen de acción, pero exige gobernanza 
contractual, trazabilidad de recursos y 
mecanismos de rendición de cuentas para 
evitar esfuerzos dispersos.

desarrollo del Programa de Formalización y 
Mejoramiento de Asentamientos Humanos 
(Congreso de la República de Colombia, 
2024, p. 37).



Los principales avances de implementación del 
enfoque de soluciones duraderas en Colombia 
se pueden identificar en base a tres aspectos: (1) 
la creación de la Comisión de Financiamiento 
de la Ley de Víctimas, como mecanismo 
orientado a garantizar la sostenibilidad fiscal 
de la política hasta 2031; (2) la formulación del 
Documento CONPES de Soluciones Duraderas, 

Uno de los avances más concretos derivados 
de la Ley 2421 fue la creación de la Comisión 
de Financiamiento de la Ley de Víctimas, 
instalada en junio de 2025. Esta instancia 
interinstitucional, liderada por la Unidad para 
las Víctimas (UARIV) y el Departamento para 
la Prosperidad Social (DPS), tiene como misión 
garantizar la sostenibilidad financiera de la 
política de víctimas hasta 2031 (DPS, 2025a).
El Departamento Nacional de Planeación 
(DNP) estimó que el costo total de cumplimiento 
de las medidas de atención, asistencia y 
reparación asciende a $161,18 billones de 
pesos entre 2024 y 2031. Sin embargo, hasta la 
fecha, solo se han ejecutado cerca de $13,3 
billones, lo que cubre apenas al 17 % de las 
víctimas reconocidas (DPS, 2025a). Este rezago 
evidencia una profunda brecha entre los 
compromisos normativos y la capacidad fiscal 
del Estado para materializarlos.

Durante la instalación de la Comisión, el 
director de la UARIV sintetizó el desafío con 
la frase “la paz no se decreta, se financia” 
(DPS, 2025a, p. 6). La afirmación refleja un 
giro discursivo relevante: la reparación ya no 
se concibe solo como una obligación moral 
o jurídica, sino como una política económica 
de Estado, dependiente de una planeación 
presupuestal sostenible. Sin embargo, la 
Comisión enfrenta tensiones estructurales: la 
política sigue dependiendo en gran medida 

que busca consolidar el enfoque en una 
política pública integral de largo plazo; y 
(3) la Estrategia Internacional de Soluciones 
Duraderas, impulsada por el Sistema de 
Naciones Unidas y materializada en el Fondo 
de Soluciones para el Desplazamiento 
Interno (IDSF).

de la cooperación internacional y de la 
voluntad política de los gobiernos de turno, 
lo que genera incertidumbre sobre su 
continuidad.

De acuerdo con Naciones Unidas (2025), 
cerca de 7 millones de desplazados aún no 
cuentan con una solución estable, lo que 
demuestra que la sostenibilidad financiera 
no es solo un asunto técnico, sino un 
indicador del compromiso real del Estado 
con la paz y los derechos humanos. En suma, 
la Comisión de Financiamiento representa 
un avance institucional clave, pero su 
eficacia dependerá de la consolidación 
de una arquitectura fiscal permanente, que 
garantice recursos más allá de los ciclos 
presupuestales o de la dependencia de la 
cooperación externa.

En todo caso es importante destacar que a 
pesar de la instalación de la Comisión esta 
aun no produce resultados tangibles en 
términos de propuestas para la financiación 
de la política pública de víctimas por tal 
razón es necesario que se impulse el trabajo 
de esta y se concrete en acciones precisas 
para fortalecer las fuentes de financiación.

4.	 En que va el enfoque de 
        Soluciones duraderas. 

4.1.	 Comisión de Financiamiento y 
        sostenibilidad fiscal
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El Fondo de Soluciones para el Desplazamiento 
Interno (IDSF) constituye el principal instrumento 
del Sistema de Naciones Unidas en Colombia 
para fortalecer la implementación del 
enfoque de soluciones duraderas. Coordinado 
por ACNUR, OIM, PNUD y ONU-Hábitat, este 
fondo busca mejorar la respuesta estatal 
al desplazamiento forzado mediante una 
articulación más eficiente entre instituciones, 
la consolidación de capacidades locales y 

la promoción de un enfoque centrado en 
derechos y desarrollo sostenible (Naciones 
Unidas en Colombia, 2025).

En su primera fase, el IDSF impulsó la 
Estrategia Nacional de Soluciones Duraderas, 
orientada a integrar los programas de 
atención humanitaria y reparación con 
políticas de desarrollo social, económico 

4.3.	 Estrategia internacional: Fondo de
        Soluciones Duraderas (IDSF)
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De manera complementaria al esfuerzo 
fiscal, el Gobierno Nacional, con apoyo del 
DNP, UARIV, DPS y agencias de la ONU, ha 
venido elaborando el Documento CONPES 
de Soluciones Duraderas, concebido como 
el instrumento técnico-político que permitirá 
institucionalizar el enfoque dentro del marco 
de la política pública nacional (Departamento 
Nacional de Planeación [DNP], 2024).

El borrador del CONPES, presentado en 2025, 
define acciones estratégicas en áreas como 
vivienda, generación de ingresos, acceso 
a tierras, cohesión social y fortalecimiento 
comunitario, con la meta de beneficiar a 
más de 5 millones de personas desplazadas y 
comunidades de acogida en 275 municipios 
priorizados (Naciones Unidas en Colombia, 
2025). Este documento busca trascender la 
dispersión institucional que históricamente 
ha caracterizado la atención a víctimas, 
apostando por una gestión intersectorial y 
territorialmente diferenciada.

Desde una perspectiva analítica, el CONPES 
constituye un paso decisivo hacia la 
coordinación multinivel, pues incorpora los 
principios de concurrencia, subsidiariedad y 
complementariedad, orientados a articular 

los esfuerzos de la Nación con los de los 
gobiernos locales (DPS, 2025b). No obstante, 
su adopción formal aún está pendiente, lo 
que limita su fuerza vinculante y la posibilidad 
de asignar recursos de ejecución directa.

El diseño es robusto, pero enfrenta el reto de 
pasar del papel a la acción. En la práctica, 
el país cuenta con un marco conceptual 
avanzado, pero carece de los mecanismos 
administrativos y presupuestales que 
aseguren su implementación. Como advirtió 
la Coordinadora Residente de Naciones 
Unidas, Colombia debe “trascender los ciclos 
de gobierno y reconocer a las víctimas como 
protagonistas de su futuro” (Naciones Unidas 
en Colombia, 2025, párr. 8). En ese sentido, 
el desafío del CONPES no radica solo en su 
adopción, sino en garantizar su continuidad, 
su financiación estable y su alineación con 
los planes de desarrollo territoriales. En todo 
caso, aun no es claro como este CONPES 
modificará sustancialmente la oferta 
institucional existente que hasta el momento 
se ha mostrado insuficiente para atender las 
realidades de las víctimas y avanzar hacia 
soluciones duraderas.

4.2.	 CONPES de Soluciones Duraderas: 
        hacia una política pública integral

Reforma a la Ley de Víctimas: Hacia soluciones duraderas 
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y territorial. Esta estrategia reconoce que 
las soluciones deben involucrar no solo a la 
población desplazada, sino también a las 
comunidades receptoras, bajo el principio 
de que la superación del desplazamiento 
forzado requiere intervenciones simultáneas 
en educación, salud, vivienda, hábitat, 
generación de ingresos y cohesión social 
(ACNUR & OIM, 2025). Asimismo, promueve 
la participación activa de las víctimas y la 
sociedad civil, garantizando la inclusión de 
enfoques diferenciales basados en edad, 
género, etnia y diversidad, así como el 
diálogo permanente entre actores estatales, 
academia y organizaciones sociales.

Un logro relevante ha sido el diseño de un 
modelo operativo para la coordinación 
entre la Nación y los territorios, que busca 
fortalecer la gobernanza local y garantizar 
la implementación del enfoque en todo el 
país. Entre 2023 y 2025, el IDSF acompañó 
intervenciones integrales en nueve 
microterritorios priorizados: Cali, Medellín, 
Bogotá, Buenaventura, Quibdó, Tumaco, 
Florencia, el pueblo Embera del Alto 
Andágueda y el pueblo Sikuani de Mapiripán. 
En estos espacios, se desarrollaron planes de 
acción construidos de manera participativa, 
lo que permitió que tanto las personas 
desplazadas como las comunidades de 
acogida participaran activamente en la 
identificación de prioridades y la ejecución 
de los proyectos. Este proceso ha permitido 
fortalecer la planificación comunitaria y la 
apropiación local del enfoque de soluciones 
duraderas (Naciones Unidas en Colombia, 
2025).

En materia de seguimiento y evaluación, el 
IDSF, con apoyo del Joint Internal Displacement 
Profiling Service (JIPS), avanzó en el diseño de 
un sistema nacional de medición del progreso 
hacia las soluciones duraderas, basado en 
estándares internacionales y articulado con 

los instrumentos estadísticos del país. 
Se espera que los primeros cálculos de 
esta medición se realicen durante 2025, 
con el acompañamiento del DANE y el 
Departamento Nacional de Planeación 
(DNP). Esta herramienta permitirá medir 
con mayor precisión las condiciones de 
vida de las personas desplazadas y las 
brechas existentes en el goce efectivo 
de sus derechos (ACNUR & OIM, 2025).
En cuanto al costeo y financiamiento, 
el fondo desarrolló una metodología 
preliminar para estimar los recursos 
necesarios a nivel nacional y territorial, 
considerando factores poblacionales, 
contextuales y de infraestructura. 
Esta metodología permitirá orientar la 
priorización de municipios dentro del 
Documento CONPES de Soluciones 
Duraderas, actualmente en formulación, 
e identificar los requerimientos 
presupuestales para su ejecución. 
Además, el IDSF ha promovido 
alianzas con el Banco Mundial y con 
organizaciones como REACH/IMPACT, 
que apoyan la caracterización de la 
población desplazada en ciudades 
como Bogotá y Quibdó y la planeación 
territorial basada en evidencia (ACNUR 
& OIM, 2025).

Desde un análisis de política pública, el 
IDSF representa un avance fundamental 
hacia una respuesta estructural al 
desplazamiento interno en Colombia. 
Su enfoque interinstitucional y territorial 
refleja una transición del asistencialismo 
hacia la estabilización sostenible, 
articulando la cooperación internacional 
con los esfuerzos nacionales. Sin 
embargo, los resultados siguen siendo 
incipientes y localizados, concentrados 
en experiencias piloto que aún no 
se han traducido en una política de 
cobertura nacional. Persisten desafíos 

Reforma a la Ley de Víctimas: Hacia soluciones duraderas 
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en la institucionalización del modelo, en la 
garantía de financiamiento permanente 
y en la construcción de mecanismos de 
seguimiento que permitan evaluar su 
impacto de manera sistemática.

En suma, la estrategia internacional liderada 
por el IDSF ha contribuido significativamente 
a posicionar el enfoque de soluciones 
duraderas en la agenda pública 
colombiana, fortaleciendo la articulación 
entre cooperación internacional, 

Estado y comunidades. No obstante, su 
consolidación dependerá de su integración 
efectiva al CONPES de Soluciones Duraderas 
y a la Comisión de Financiamiento, de 
modo que los aprendizajes y herramientas 
desarrolladas se conviertan en políticas 
públicas sostenibles que transformen las 
condiciones estructurales de la población 
desplazada.

Reforma a la Ley de Víctimas: Hacia soluciones duraderas 
para las víctimas del conflicto armado en Colombia



A un año de la promulgación de la Ley 
2421 de 2024, Colombia atraviesa una fase 
decisiva en la transformación de su política 
de atención y reparación a las víctimas del 
desplazamiento forzado. El país ha logrado 
consolidar un andamiaje institucional y 
normativo que sienta las bases de un nuevo 
paradigma: el enfoque de soluciones 
duraderas. Este modelo, respaldado por 
la Estrategia de Soluciones Duraderas del 
Sistema de Naciones Unidas y articulado 
con el Documento CONPES en formulación 
y la Comisión de Financiamiento, busca 
cerrar la brecha histórica entre la asistencia 
humanitaria y el desarrollo sostenible, 
integrando las políticas de reparación con 
los objetivos de inclusión, vivienda, medios 
de vida y cohesión territorial (Naciones 
Unidas en Colombia, 2025; Departamento 
Nacional de Planeación [DNP], 2024).

En términos estructurales, el avance más 
relevante radica en el reconocimiento 
de la integralidad del problema del 
desplazamiento interno. Por primera vez, 
la política colombiana asume que las 

soluciones deben abarcar no solo a las 
personas desplazadas, sino también a las 
comunidades receptoras, garantizando una 
integración social sostenible. Esto representa 
un cambio profundo en la manera en que 
el Estado concibe la reparación: ya no 
como una compensación económica o un 
servicio temporal, sino como un proceso de 
reconstrucción de ciudadanía y desarrollo 
local. Esta visión ha sido destacada 
por la ONU y la OIM como una buena 
práctica de política pública en transición, 
especialmente por su carácter territorial y 
su apuesta por la gobernanza colaborativa 
(ACNUR & Organización Internacional para 
las Migraciones [OIM], 2025).

No obstante, el momento actual del enfoque 
revela un equilibrio frágil entre el diseño 
técnico y la capacidad de implementación 
real. Si bien existen avances normativos y de 
planificación, el proceso continúa en una 
fase de maduración operativa. El Documento 
CONPES de Soluciones Duraderas aún no ha 
sido adoptado formalmente, lo que impide 
la asignación efectiva de recursos y la 

5.  Desafíos, limitaciones y perspectivas del 
     enfoque de soluciones duraderas en Colombia
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definición de responsabilidades vinculantes 
para las entidades del Estado (DNP, 2024). 
De igual forma, el  Financiamiento de 
la Política Pública de Víctimas enfrenta 
limitaciones estructurales derivadas de la 
escasez de recursos, la dependencia de 
la cooperación internacional y la falta de 
mecanismos de seguimiento financiero 
a nivel territorial (Departamento para la 
Prosperidad Social [DPS], 2025a).

Por su parte, el Fondo de Soluciones para 
el Desplazamiento Interno (IDSF) —principal 
instrumento operativo de la Estrategia de 
Naciones Unidas— ha permitido avances 
concretos en articulación institucional, 
microfocalización territorial y construcción 
de indicadores de medición, especialmente 
con el apoyo del Joint Internal Displacement 
Profiling Service (JIPS). Sin embargo, su 
alcance sigue siendo limitado: las acciones 
se concentran en nueve territorios piloto y 
aún no existe una estrategia de escalamiento 
nacional que garantice la sostenibilidad 
y replicabilidad de las intervenciones 
(Naciones Unidas en Colombia, 2025).

Colombia ha pasado del reconocimiento 
del problema a la planificación de su 
solución, pero no aún a su ejecución 
plena. Los avances son indiscutibles en 
materia de diseño normativo y cooperación 
internacional, pero la política sigue 
enfrentando tres tensiones estructurales que 
ponen a prueba su viabilidad.

•	 Primero, la tensión fiscal, expresada en la 
distancia entre los recursos proyectados 
(más de 161 billones de pesos hasta 2031) 
y la capacidad real del Estado para 
movilizarlos. Este déficit financiero limita 
el ritmo de implementación y amenaza 
con reproducir la brecha entre promesa 
normativa y cumplimiento efectivo (DPS, 
2025a).

•	 Segundo, la tensión institucional, 
derivada de la fragmentación entre 
niveles de gobierno y la persistente 
debilidad de los entes territoriales para 
asumir competencias en reparación, 
vivienda y desarrollo rural. Aunque 

el CONPES propone principios de 
concurrencia y subsidiariedad, estos 
siguen siendo más declarativos que 
operativos. La falta de coordinación 
multinivel impide consolidar una 
política coherente que trascienda los 
ciclos administrativos y los intereses 
políticos locales (DPS, 2025b).

•	 Tercero, la tensión política, vinculada 
a la necesidad de garantizar 
continuidad y estabilidad más allá 
de los cambios de gobierno. Como 
advierte la ONU, las soluciones 
duraderas requieren una visión de 
Estado, no de administración. Si el 
enfoque no se consolida como una 
política pública permanente, corre 
el riesgo de fragmentarse o perder 
impulso en los próximos años (Naciones 
Unidas en Colombia, 2025).

El momento actual puede entenderse 
como una “fase de institucionalización 
frágil”. El país cuenta con una estructura 
conceptual avanzada y con herramientas 
prometedoras —el CONPES, la Comisión de 
Financiamiento y la Estrategia IDSF—, pero 
aún no dispone de un marco consolidado 
de gobernanza y sostenibilidad. La 
cooperación internacional ha cumplido 
un papel clave como catalizador del 
proceso, pero la responsabilidad de su 
consolidación recae sobre el Estado 
colombiano, que debe apropiarse 
plenamente del enfoque, traducirlo en 
inversión pública y garantizar su expansión 
a todos los territorios con población 
desplazada.

El desafío, por tanto, es pasar del piloto 
al sistema, de la planeación al impacto. 
Ello implica fortalecer la capacidad 
institucional en los municipios, garantizar 
presupuestos multianuales, consolidar un 
sistema nacional de medición del goce 
efectivo de derechos y mantener un 
diálogo constante entre Estado, víctimas 
y comunidades receptoras. Solo así las 
soluciones duraderas dejarán de ser una 
promesa en construcción para convertirse 
en una política estructural de Estado 
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capaz de transformar las condiciones de 
vida de millones de personas desplazadas.

Como lo señala Luis Jorge Garay (2025) con el 
propósito de avanzar hacia la garantía de los 
derechos fundamentales, la inclusión social y 
el desarrollo ciudadano pleno de la PSDF, el 
reto de la política pública consiste, entonces, 
en trascender el enfoque heurístico de la 
persona desplazada y su colectivo como 
sujeto asocial, aislado del entorno colectivo, 
y superar el tratamiento programático del 
caso-por-caso aislado, descontextualizado, 
sin perspectiva colectiva/comunitaria ni 
de transformación del espacio societal 
de referencia. Procediendo a adoptar un 
enfoque sistémico, integral y comprensivo, 
de carácter estatal-comunitario/colectivo 
sin perder la exigibilidad de la garantía del 
goce efectivo de derechos a nivel individual, 
y en clave de espacio societal-territorial.

En este propósito, se ha de requerir una 
intervención integral a nivel del espacio 
territorial en su conjunto con visión de 
comunidad, como requisito para poder 
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avanzar más eficazmente hacia tanto la 
sostenibilidad y resiliencia social, económica 
y socio-ecológica de los hogares como 
la transformación del espacio societal-
territorial en referencia. De esta manera, 
con una intervención integral en su conjunto 
es susceptible de alcanzar relativamente 
una mayor eficiencia y efectividad/
costo por hogar sujeto de política 
pública, con respecto a una intervención 
individual aislada, especialmente en el 
caso de asentamientos urbanos y semi-
urbanos (barrios en ciudades, cabeceras 
municipales, etcétera) (Garay, 2025). 

Por lo anterior, resulta necesario trascender 
el enfoque tradicional de política pública 
para avanzar hacia soluciones duraderas 
para una población tan vulnerable como 
la PSDF. Un enfoque alternativo en este 
contexto lo constituye indudablemente el 
ESD (Garay, 2025). 
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